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Decreto Número 340

Viedma, 30 de diciembre de 1999.

Visto, el artículo 9° del decreto Nº 473/97, el decreto Nº 415/98, el último párrafo del artículo 7° del decreto Nº 135/99 y el artículo 5° del decreto Nº 467/99; y

CONSIDERANDO:

Que las normas mencionadas versan sobre el reconocimiento por parte del Estado de gastos por el uso de servicios de telefonía celular, abordando cada una de ellas aspectos parciales de la temática;

Que resulta aconsejable concentrar todas las disposiciones en un único decreto, centralizando la administración y supervisión del servicio, manteniendo siempre el criterio del uso restringido;

Que resulta ventajoso reemplazar el sistema de contratación del servicio en forma individual por cada aparato, por el modo de cliente corporativo;

Que comparando los consumos individuales se han observado notorias asimetrías, registrándose niveles de gastos no uniformes y, en algunos casos, desproporcionados en relación con la jerarquía de los usuarios;

Que por lo señalado precedentemente resulta necesario otorgar racionalidad al uso del servicio fijando claramente las responsabilidades de los usuarios en cuanto a la observancia de los límites de consumo que se establezcan en cada caso;

Que como resultado de la presente norma se espera obtener mayor transparencia en el sistema y un importante ahorro en el gasto a cargo del Estado;

Que el presente se dicta en uso de las facultades conferidas por el artículo 181° inciso 1° de la Constitución Provincial;

Por ello,

El Gobernador de la Provincia de Río Negro

D E C R E T A:

Artículo 1° - El gasto a cargo del Estado provincial por el uso de telefonía celular en el ámbito del Poder Ejecutivo está reservado exclusivamente a las siguientes autoridades:

a) Gobernador de la Provincia.

b) Ministros y Secretarios de Estado.

c) Titulares de los Organismos de Control Interno.

d) Jefe y Subjefe de Policía.

e) Otros funcionarios de la administración central, organismos descentralizados, entes autárquicos, sociedades del estado y sociedades anónimas con participación mayoritaria estatal en capital o en la formación de las decisiones; siempre y cuando sean expresamente autorizados o instruidos por el Gabinete Provincial.

Art. 2° - Excepto para los organismos descentralizados, entes autárquicos, sociedades del estado y sociedades anónimas con participación mayoritaria estatal en el capital o en la formación de las decisiones; la contratación del servicio para la administración central se efectuará en forma corporativa a nombre del "Gobierno de Río Negro" y se solicitará a la compañía la emisión de una sola factura por el total del consumo de todos los teléfonos móviles habilitados, con información desagregada sobre los consumos individuales de cada uno. El pago de la factura estará a cargo de la Tesorería General de la Provincia, mediante la creación de un fondo permanente específico o anticipo financiero.

Art. 3° - A efectos de afrontar el pago de las facturas mencionadas en el artículo 2°, deberá crearse en jurisdicción del Ministerio de Economía una partida presupuestaria especial, conformada con las transferencias de créditos presupuestarios desde las jurisdicciones a las cuales correspondan las imputaciones de gastos de acuerdo a los consumos individuales del servicio.

Art. 4° - El Ministerio de Economía, a través de la Secretaría de Estado de Obras y Servicios Públicos será la jurisdicción administradora del servicio y tendrá a su exclusivo cargo todas las tramitaciones ante la empresa prestadora del servicio de telefonía celular, comprendiendo las solicitudes de habilitaciones, bajas, tipos de servicio autorizados y toda gestión inherente a la relación del estado con el proveedor. Las autorizaciones para solicitar las habilitaciones de servicio serán expedidas por el Gabinete Provincial, el cual determinará para cada caso el tipo de servicio a solicitar, fijará los montos máximos de consumo y se expedirá y resolverá acerca de cualquier otra situación no prevista en el presente decreto.

Art. 5° - En los casos de autorizaciones de servicio con limitaciones de consumo, los funcionarios responsables del o los teléfonos celulares deberán ajustarse estrictamente a lo pautado. En el supuesto que se registren consumos cuyo costo supere el monto máximo fijado, el responsable deberá afrontar el excedente de su peculio, monto que será descontado directamente de los haberes que le correspondiere percibir en el mes inmediato posterior a la fecha de recepción de la factura.

Art. 6° - Una vez recepcionada la factura, la jurisdicción administradora del servicio procederá a verificar que la misma se ajuste a las condiciones pactadas y a las habilitaciones de servicio solicitadas. Conformada la misma por el funcionario titular y por el Director General de Administración del organismo, será girada a la Tesorería General para que proceda al pago. Los anexos individuales serán remitidos a las jurisdicciones correspondientes, haciendo constar las observaciones de rigor en caso de registrarse consumos que excedan los montos autorizados. El Director General de Administración de cada jurisdicción deberá verificar si los importes devengados se ajustan a los montos autorizados y, en caso de corroborarse excesos, informará la novedad al encargado de la liquidación de sueldos a efectos de que se practiquen los descuentos pertinentes. Los responsables de teléfonos celulares provistos por el Estado con límite de consumo máximo, al momento de hacerse cargo del aparato, prestarán conformidad expresa para que el excedente les sea descontado directamente de los haberes que les correspondiere percibir.

Art. 7° - Tanto los directivos como el personal que se desempeñen en los organismos descentralizados, entes autárquicos, sociedades del estado o sociedades anónimas con participación mayoritaria estatal en el capital o en la formación de las decisiones no podrán contratar servicios de telefonía celular con cargo al respectivo organismo, ente o empresa si no cuentan con la expresa autorización del Gabinete Provincial prevista en el artículo 3° del presente.

Art. 8° - El sistema de contratación y uso previsto en el presente decreto entrará en vigencia el 1° de marzo de 2.000, por lo tanto todos aquellos teléfonos móviles cuyo uso no fuere autorizado serán dados de baja, debiendo los responsables proceder a la devolución de los aparatos, de acuerdo a las pautas siguientes:

a) los aparatos de propiedad del Estado deben entregarse en la oficina de patrimonio correspondiente a la jurisdicción o entidad. Cumplida la entrega y efectuado el descargo patrimonial correspondiente, la oficina de patrimonio remitirá el celular a la administradora del sistema, a fin de que sea utilizado por los funcionarios que resulten autorizados.

b) los aparatos de propiedad de la empresa prestadora del servicio, que se poseen en comodato a favor del Estado, deberán entregarse en la Gerencia de Comunicaciones, dependiente de la Secretaría de Estado de Obras y Servicios Públicos.

La utilización de teléfonos sin encuadrarse en las disposiciones del presente decreto no podrá extenderse más allá del 29 de febrero de 2000.

Art. 9° - A los efectos de adoptar las previsiones necesarias para dar operatividad al sistema, los titulares de las jurisdicciones que integran la administración central, y de las entidades referidas en el inciso e) del artículo 1° del presente decreto, deberán remitir a la Secretaría de Estado de Obras y Servicios Públicos antes del 10 de febrero de 2.000, un detallado informe sobre los teléfonos celulares que se posean en el área de su incumbencia; señalando para cuáles piden autorización, el rango y el nombre de la persona que lo tendrá a cargo y la fundamentación del pedido, indicando a su vez, cuales aparatos serán dados de baja por no estar comprendidos en los supuestos del presente decreto. La Secretaría de Estado de Obras y Servicios Públicos, en tanto administradora del sistema, elevará al Gabinete Provincial para su evaluación las solicitudes de autorización de servicio susceptibles de ser enmarcadas en el inciso e) del artículo 1° de esta norma, y solicitará a la empresa prestadora del servicio la habilitación de aquellas que resultaren aprobadas.

Art. 10 - Deberá afrontar de su propio peculio el pago de los consumos registrados, con más sus intereses y una multa a favor del Estado del 25% (veinticinco por ciento) del monto resultante de la suma de ambos conceptos:

a) El que utilizare el servicio de telefonía celular con cargo al Estado, ya sea la administración central o sus organismos descentralizados, entes autárquicos, sociedades del estado o sociedades anónimas con participación mayoritaria estatal en el capital o en la formación de las decisiones, sin la autorización correspondiente o fuera del marco del presente decreto;

b) El que permitiere o facilitare el uso del servicio de telefonía celular en las condiciones previstas en el inciso precedente;

c) El que, vencido el plazo establecido en el artículo 7°, continuare utilizando el servicio en virtud de una habilitación anterior, generando cargos al Estado o a las entidades referidas en el inciso e) del artículo 1° del presente decreto. En tal supuesto, los Directores Generales de Administración de las jurisdicciones, quienes tengan funciones equivalentes o sean responsables de pago, deberán abstenerse de conformar o tramitar las órdenes de pago correspondientes, bajo su responsabilidad personal, en los términos del Régimen General de Penalizaciones para los Funcionarios y Empleados Públicos del Estado Provincial, establecido en la ley Nº 3.229. 

d) El responsable de jurisdicción, organismo, entidad o empresa afectadas por este decreto que no cumplimentare en término lo dispuesto en el artículo 8°, referente a la devolución de aparatos y éstos continuaren siendo utilizados por cualquier persona, generando gastos.

Art. 11 - Derógase el artículo 9° del decreto Nº 473/97, el decreto Nº 415/98, el último párrafo del artículo 7° del decreto Nº 135/99 y el artículo 5° del decreto Nº 467/99.

Art. 12 - La presente norma entrará en vigencia a partir de su sanción.

Art. 13 - El presente Decreto será refrendado por los Sres. Ministros de Economía y de Coordinación.

Art. 14 - Regístrese, comuníquese, publíquese, tómese razón, dése al Boletín Oficial y archívese.
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